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PRIMER EJERCICIO DEL PROCESO DE ESTABILIZACIÓN POR CONCURSO 

OPOSICIÓN PARA DOS PLAZAS DE TAG, PERSONAL FUNCIONARIO DE CARRERA, 

DEL GRUPO A1, DE LA ESCALA DE ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 

AYUNTAMIENTO DE SANTANYÍ. 

(CONVOCATORIA PUBLICADA EN EL BOIB NÚM. 160 DE FECHA 10-12-22) 

 

OPCIÓN 1 

 

Puntuación máxima: 60 puntos 

Tiempo máximo: 160 minutos 

 

1. Según la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen gobierno de 

las Illes Balears, la Administración de la comunidad autónoma y los entes del sector 

público instrumental de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears deben impulsar la 

eficacia y eficiencia de sus organizaciones mediante la generalización de la implantación 

de los sistemas de gestión según los estándares reconocidos de calidad, entre los que la Ley 

establece:   

a) Grupos de discusión. 

b) Estudio del clima laboral y de las opiniones de los empleados. 

c) Cliente misterioso. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 

 

2. De acuerdo con la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen 

gobierno de las Illes Balears, ¿cómo debe impulsar la Administración autonómica la 

cultura de evaluación de organizaciones y servicios?   

a) Como herramienta para mejorar los planes públicos. 

b) Como herramienta para mejorar los programas públicos. 

c) Como herramienta de mejora para conocer su madurez organizativa. 

d) Como herramienta para mejorar la imagen de la Administración. 
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3. En relación con la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen 

gobierno de las Illes Balears, la evaluación de la calidad de las organizaciones y los 

servicios públicos persigue:   

a) Identificar aquellos aspectos y áreas de mejora que permitan y favorezcan la evolución y el 

desarrollo de las organizaciones, mediante la mejora continua. 

b) Conocer si se cumplen los objetivos que persigue la organización. 

c) Asegurar la comparación, cooperación y competitividad de los órganos, organismos y 

unidades que prestan servicios públicos. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 

 

4. De acuerdo con la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen 

gobierno de las Illes Balears, la evaluación de la calidad de las organizaciones y los 

servicios públicos persigue:   

a) Medir el rendimiento de las organizaciones y servicios públicos que se prestan a la 

ciudadanía, así como establecer mecanismos de eficiencia. 

b) Mejorar la transparencia y hacer llegar a la ciudadanía, en su condición de sufridora de la 

actividad pública, información sobre los niveles de calidad prestados. 

c) Asegurar la comparación, coordinación y competencia de los órganos, organismos y unidades 

que prestan servicios públicos. 

d) Premiar el rendimiento de las organizaciones y servicios públicos que se prestan a la 

ciudadanía, así como establecer mecanismos de eficiencia. 

 

5. Según la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen gobierno de 

las Illes Balears, las cartas ciudadanas de servicio:   

a) Son cartas que establecen los mínimos de calidad a los que debe ajustarse un servicio 

determinado, que pueden surgir de iniciativas previas de cartas marco o individualmente si no 

forman parte de una red. 

b) Son cartas de mínimos de calidad que elaboran los servicios que se encuentren comprendidos 

en redes de centros, oficinas o unidades existentes. 

c) Son cartas que recogen el conjunto de derechos de un determinado grupo de usuarios en 

relación con una política concreta y con su despliegue mediante prestaciones o servicios. 

d) Son cartas certificadas o evaluadas por un órgano externo acreditado al efecto. 
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6. El artículo 193 del RDL 2/2004 Texto refundido de la ley reguladora de las Haciendas 

Locales establece que las entidades locales  remitirán copia de la liquidación de sus 

presupuestos: 

a) A la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

b) A la Administración del Estado y  a  la Comunidad Autónoma. 

c) A la Administración de Justicia. 

d) A la Comunidad Autónoma. 

 

7. El artículo 193 del RDL 2/2004 Texto refundido de la ley reguladora de las Haciendas 

Locales establece que  en caso de liquidación del presupuesto con remanente de tesorería 

negativo, el Pleno de la corporación o el órgano competente del organismo autónomo, 

según corresponda, deberán proceder, en la primera sesión que celebren : 

a) A la reducción de gastos del nuevo presupuesto por cuantía igual al déficit producido. 

b) A la aprobación de un nuevo presupuesto. 

c) A la reducción de gastos del nuevo presupuesto por cuantía superior  al déficit producido. 

d) Al aumento de gastos del nuevo presupuesto por cuantía igual al déficit producido. 

 

8. El artículo  191 del RDL 2/2004 Texto refundido de la ley reguladora de las Haciendas 

Locales establece que la aprobación de la liquidación del presupuesto corresponde a : 

a) El presidente de la entidad previo informe del tesorero. 

b) El presidente de la entidad previo informe del interventor. 

c) El pleno de la entidad previo informe del tesorero. 

d) El Pleno de la entidad previo informe del interventor. 

 

9. El art. 163 del RDL 2/2004 Texto refundido de la ley reguladora de las Haciendas 

Locales establece que el ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural y a él se le 

imputaran: 

a) Los derechos liquidados en el mismo, cualquiera que sea el periodo del que deriven y las 

obligaciones y disposiciones reconocidas durante el mismo. 

b) Las obligaciones y disposiciones reconocidas durante el mismo. 

c) Las autorizaciones, disposiciones y obligaciones reconocidas durante el mismo. 

d) Las autorizaciones de gastos del ejercicio. 
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10. El artículo 212 del RDL 2/2004 Texto refundido de la ley reguladora de las Haciendas 

Locales establece que el Presidente de la entidad rendirá los estados y cuentas anuales de 

la entidad para la formación de la cuenta general : 

a) Antes del 1 de mayo. 

b) Antes del 1 de junio del ejercicio siguiente. 

c) Antes del 15 de mayo del ejercicio siguiente. 

d) Antes del 30 de mayo del ejercicio siguiente. 

 

11. El personal funcionario de carrera podrá ser declarado en situación de excedencia 

voluntaria por interés particular cuando haya prestado servicios en cualquiera de las 

Administraciones Públicas durante un periodo mínimo de: 

a) Diez años inmediatamente anteriores. 

b) Dos años inmediatamente anteriores. 

c) Cinco años inmediatamente anteriores. 

d) Tres años inmediatamente anteriores. 

 

12. ¿En qué situación administrativa se encontraran los funcionarios de carrera cuando 

sean designados para formar parte del Consejo General del Poder Judicial? 

a) Servicio activo. 

B )Servicios especiales.  

c) Servicio en otras Administraciones Públicas. 

d) Excedencia voluntaria por interés particular. 

 

13. ¿Cuál es la duración máxima de la sanción de suspensión de funciones por faltas muy 

graves? 

a) Cinco años. 

b) Tres años. 

c) Dos años. 

d) Seis años.  
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14. Cuando el personal funcionario sea declarado en situación de suspensión, dicha 

situación determinará la pérdida del puesto de trabajo cuando la suspensión exceda de: 

a) Seis meses. 

b) Tres meses. 

c) Cinco meses. 

d) Dos meses. 

 

15. Según el art. 165,3 del texto refundido haciendas locales, los derechos liquidados y las 

obligaciones reconocidas se aplicarán a los presupuestos por su importe: 

a) Íntegro 

b) Correcto 

c) Exclusivo 

d) Total 

 

16. Por lo establecido en el art. 165,1 del texto refundido haciendas locales, el presupuesto 

general de cada entidad local atenderá al cumplimiento del principio de: 

a) Proporcionalidad 

b) Estabilidad 

c Competitividad 

d) Universalidad 

 

17. Señala la proposición incorrecta: 

a) Todo incremento de los créditos presupuestarios o decremento en las previsiones de ingresos 

deberá ser compensado en el mismo acto en que se acuerda. 

b) El principio de equilibrio presupuestario o de nivelación significa que los presupuestos deben 

aprobarse sin déficit inicial. 

c) La autorización de los gastos se da de una manera global 

d) El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural. 
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18. ¿Las sociedades mercantiles deben presentar la previsión de gastos e ingresos? 

a) Antes del 15 de octubre de cada año 

b) Antes del 1 de octubre de cada año 

c) Antes del 25 de septiembre de cada año 

d) Antes del 15 de septiembre de cada año 

 

19. ¿A qué especialidad nos referimos cuando señalamos que no se puede gastar en cuantía 

superior a la consignación presupuestaria? 

a) Cualitativa 

b) Cuantitativa 

c) Cualificada 

d) Absoluta 

 

20. Cada entidad local debe regirse por: 

a ) Un único presupuesto general 

b) Varios presupuestos 

c) Un único presupuesto general, salvo excepciones 

d) Dos presupuestos uno para la entidad y otro para los entes dependientes. 

 

21. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, el derecho de acceso a la información pública se 

ejercerá: 

a) Sin límite dado que es un derecho constitucionalmente garantizado. 

b) Tiene el límite derivado de los secretos políticos. 

c) Tiene el límite derivado de la protección de datos de carácter personal. 

d) Tiene el límite temporal de diez años desde que se resuelve el expediente al cual se pretende 

acceder. 
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22. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, toda la información estará a disposición de las 

personas con discapacidad en una modalidad suministrada por medios o en formatos 

adecuados: 

a) De manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad 

universal y diseño para todos. 

b) De manera que resulten accesibles y comprensibles, siempre que la tecnología lo permita. 

c) De manera que resulten accesibles y comprensibles, en el plazo de dos años desde la 

publicación de esta ley. 

d) De manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad 

para la mayoría. 

 

23. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, ¿qué entidades privadas están obligadas a publicar 

de forma periódica y actualizada la información, cuyo conocimiento sea relevante para 

garantizar la transparencia de su actividad? 

a) Las que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en una cuantía 

superior a 100.000 euros. 

b) Las que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en una cuantía 

superior a 10.000 euros. 

c) Las que perciban durante el período de tres años ayudas o subvenciones públicas en una 

cuantía superior a 100.000 euros. 

d) Las que perciban durante el período de tres años ayudas o subvenciones públicas en una 

cuantía superior a 10.000 euros. 

 

24. La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 

buen gobierno, ¿cómo denomina a los dos tipos de transparencia que regula? 

a) Publicidad activa y derecho de solicitud de la información pública. 

b) Publicidad informativa y derecho de acceso a la información pública. 

c) Publicidad informativa y derecho de solicitud de la información pública. 

d) Publicidad activa y derecho de acceso a la información pública. 
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25. ¿Qué información no es necesario que contengan los asientos que se efectúen en los 

registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos? 

a) La causa de anulación del poder. 

b) El periodo de tiempo por el que se otorga el poder. 

c) El tipo de poder según las facultades que otorgue. 

d) Los nombres y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, 

número de identificación fiscal o documento equivalente del poderdante. 

 

26. En cuanto a registro electrónico de apoderamientos, ¿qué validez máxima tienen los 

poderes inscritos en este registro? 

a) De cinco años a contar desde la fecha de inscripción. 

b) De cinco años a contar desde la fecha de inscripción, sin posibilidad de prórroga. 

c) De diez años a contar desde la fecha de inscripción. 

d) De diez años a contar desde la fecha de inscripción, sin posibilidad de prórroga. 

 

27. De acuerdo con el artículo 39 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se 

aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios 

electrónicos, y siempre que cumplan con lo previsto en el Esquema Nacional de 

Interoperabilidad y normativa correspondiente, las Administraciones Públicas: 

a) Podrán determinar los formatos a los que deberán ajustarse los documentos presentados por 

las personas interesadas en el registro. Por el contrario, los estándares se establecerán por la 

Norma Técnica de Interoperabilidad de Modelo de Datos por el intercambio de asientos entre 

Entidades Registrales. 

b) Podrán determinar los formatos y estándares a los que deberán ajustarse los documentos 

presentados por las personas interesadas en el registro. 

c) Podrán determinar los estándares a los que deberán ajustarse los documentos presentados por 

las personas interesadas en el registro. Además, los formatos de documentos podrán ser de 

cualquier tipo, mientras sea un formato de datos abierto. 

d) Este artículo no hace referencia ni a estándares ni a formatos de documentos. 
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28. Según la Disposición Adicional Segunda de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, si una 

Comunidad Autónoma opta por mantener su propio registro electrónico o plataforma de 

intermediación de datos, esta administración debe garantizar que éste cumple con: 

a)    Con el Esquema Nacional de Interoperabilidad y sus normas técnicas de desarrollo. 

b)    Con el Esquema Nacional de Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus 

normas técnicas de desarrollo. 

c)    Con el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo. 

d)    Con el Esquema Nacional de Interoperabilidad y el Esquema Nacional de Seguridad. 

 

29. En materia de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, 

una sede electrónica es: 

a) La dirección electrónica disponible para la ciudadanía por medio de redes de 

telecomunicaciones, cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o bien a uno o 

varios organismos públicos o entidades de derecho público en el ejercicio de sus competencias. 

b) El punto de acceso electrónico que permite el acceso a través de internet a la información 

publicada, cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o bien a uno o varios 

organismos públicos o entidades de derecho público en el ejercicio de sus competencias. 

c) La dirección electrónica disponible para la ciudadanía que agrupa a un conjunto ordenado de 

documentos y actuaciones relativos a la resolución administrativa, así como las diligencias 

encaminadas a ejecutarla. 

d) El punto de acceso electrónico que engloba un escenario de comunicaciones delimitado, 

controlado y protegido en el que los participantes se relacionan mediante medios electrónicos. 
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30. Cada Administración Pública determinará las condiciones y los instrumentos de 

creación de las sedes electrónicas con sujeción, entre otros, a los principios: 

a) De transparencia, publicidad, responsabilidad, seguridad, disponibilidad, neutralidad e 

interoperabilidad. 

b) De transparencia, responsabilidad, calidad, cifrado, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad 

e interoperabilidad. 

c) De transparencia, publicidad, responsabilidad, seguridad, disponibilidad, accesibilidad, 

eficacia e interoperabilidad. 

d) De transparencia, responsabilidad, calidad, seguridad, disponibilidad, eficiencia e 

interoperabilidad. 

 

31. El Decreto 12/2014, de 28 de febrero, de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 

(modificado por el Decreto 12/2017 de 31 de marzo), creó: 

a) La Comisión Técnica de Seguimiento del Plan de Igualdad y la Comisión de Igualdad. 

b) La Comisión Técnica de Evaluación del Plan de Igualdad y la Comisión de Igualdad. 

c) La Comisión de Seguimiento de las Políticas de Igualdad. 

d) La Comisión de Evaluación de las Políticas de Igualdad. 

 

32. De conformidad con el artículo 3 de la Ley orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva de mujeres y hombres: 

a) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda 

discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo. 

b) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone un trato no igualitario y no 

discriminatorio entre mujeres y hombres. 

c) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone un retroceso en la 

convivencia en nuestra sociedad. 

d) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone un reto importante por 

nuestra sociedad. 
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33. Indique la respuesta incorrecta en relación con el fomento de la igualdad, que regula el 

artículo 6 de la Ley orgánica1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral 

contra la violencia de género: 

a) Las administraciones educativas velarán para que en todos los materiales educativos se 

eliminen los estereotipos sexistas. 

b) Las administraciones educativas velarán para que todos los materiales educativos fomenten el 

igual valor de hombres y de mujeres. 

c) Las administraciones educativas fomentarán la educación desagregada por sexos. 

d) Las administraciones educativas velarán para que en todos los materiales educativos se 

eliminen los estereotipos discriminatorios. 

 

34. Diseñar los procedimientos básicos que permiten poner en marcha los sistemas de 

acreditación de las situaciones de violencia de género regulados por la Ley orgánica1/2004, 

de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género, es una 

competencia que corresponde: 

a) Al Gobierno central. 

b) A las administraciones autonómicas. 

c) A las comisiones de igualdad de cada administración autonómica. 

d) Al Gobierno central y a las comunidades autónomas, de mutuo acuerdo, en el marco de la 

conferencia sectorial de igualdad. 

 

35. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales tiene por 

objeto: 

a) Mejorar las condiciones laborales de los trabajadores. 

b) Promover la seguridad y la salud de las personas trabajadoras. 

c) Disponer las medidas preventivas adecuadas a los puestos de trabajo. 

d) Establecer la forma de evaluación de los riesgos en los puestos de trabajo. 
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36. Las disposiciones de carácter laboral que contiene la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 

de prevención de riesgos laborales tendrán el carácter de: 

a) De derecho necesario mínimo indisponible, y pueden ser mejoradas y desarrolladas en los 

convenios colectivos. 

b) De derecho mínimo indisponible, pero no se pueden desarrollar con los convenios colectivos. 

c) Carecen de carácter de derecho mínimo. 

d) Tienen carácter de máximo derecho. 

 

37. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales es de aplicación 

en el ámbito de: 

a) Policía, seguridad y resguardo aduanero. 

b)Las relaciones laborales reguladas por el Estatuto de los trabajadores y en las relaciones de 

carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las administraciones públicas. 

c) Servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, 

catástrofe y calamidad pública. 

d) Fuerzas Armadas y actividades militares de la Guardia Civil. 

 

38. ¿Cuál es la definición de prevención según la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 

Prevención de riesgos laborales? 

a) El conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de la actividad 

de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo. 

b) El conjunto de medios disponibles para ayudar en el desarrollo de la labor laboral. 

c) El conjunto de medios auxiliares y equipos de protección individual. 

d) Los procedimientos de trabajo y normativas derivadas. 

 

39. ¿Cuál es la definición de riesgo laboral según la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 

Prevención de riesgos laborales? 

a) Es el foco de emisión de gases y vapores. 

b) Es la casualidad de que una persona trabajadora sufra un accidente. 

c) Es la gravedad de un daño en la salud. 

d) Es la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo. 
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40. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, cuando finalice la prestación de los 

servicios del encargado, no procederá la destrucción de los datos cuando exista una 

previsión legal que obligue a su conservación, en cuyo caso: 

a) Deberán ser devueltos al responsable, que garantizará su correcta destrucción. 

b) Deberán ser devueltos al responsable, que garantizará su conservación mientras tal obligación 

persista. 

c) Deberán ser devueltos al responsable, que garantizará su conservación por el plazo de un año. 

d) Deberán ser devueltos al responsable, que garantizará su envío a la Autoridad de Control. 

 

41. Según el artículo 19 de la Constitución española, los españoles tienen derecho a entrar 

y salir libremente de España en la forma que la ley establezca. Este derecho no podrá ser 

limitado por motivos: 

a) Económicos o políticos. 

b) Militares, políticos o sociales. 

c) Políticos o ideológicos. 

d) Políticos o militares. 

 

42. ¿Cuál de los siguientes derechos NO se reconoce y protege en el artículo 20 de la 

Constitución española? 

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, las ideas y las opiniones mediante la 

palabra, la escritura o cualquier otro medio de reproducción. 

b) A la producción y a la creación literaria, artística, científica y técnica. 

c) A la libertad de cátedra. 

d) A la libertad de enseñanza de la lengua oficial propia de las comunidades autónomas. 
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43. Según el artículo 20 de la Constitución española, la ley regulará la organización y el 

control parlamentario de los medios de comunicación social que dependan del Estado o de 

cualquier entidad pública y garantizará el acceso a estos medios de los grupos sociales y 

políticos significativos, respetando: 

a) El pluralismo político y de las diferentes lenguas de España. 

b) El pluralismo de la sociedad y de las diferentes lenguas de España. 

c) El pluralismo ideológico, racial y de las diferentes confesiones religiosas de España. 

d) El pluralismo social, de las diferentes ideologías políticas y creencias religiosas de España. 

 

44. De acuerdo al artículo 20 de la Constitución española, sólo podrá acordarse el 

secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información: 

a) En virtud de resolución judicial. 

b) En virtud de resolución policial. 

c) En virtud de sentencia por flagrante delito. 

d) En virtud del interés general. 

 

45. Según el artículo 117 de la Constitución española, los jueces y magistrados que 

integran el poder judicial son: 

a) Independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 

b) Independientes, imparciales, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 

c) Independientes, inamovibles, objetivos y sometidos únicamente al imperio de la ley. 

d) Independientes, inamovibles, imparciales y sometidos únicamente al imperio de la 

Constitución. 

 

46. Según el artículo 162 de la Constitución española, el Defensor del Pueblo podrá 

interponer: 

a) Recursos de amparo. 

b) Recursos de inconstitucionalidad. 

c) Cuestiones de inconstitucionalidad. 

d) Las respuestas a) y b) son correctas. 
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47. Según el artículo 54 de la Constitución española, ¿quién es el alto comisionado de les 

Cortes Generales que tiene como misión defender los derechos comprendidos en el título 

I? 

a) El fiscal general del estado. 

b) El Defensor del Pueblo. 

c) El ministro competente en materia de justicia. 

d) El presidente del Consejo General del Poder Judicial. 

 

48. Según el artículo 62 de la Constitución española, la potestad de convocar a 

Referéndum, en los casos previstos en la Constitución, corresponde: 

a) Al presidente del Gobierno. 

b) Al Consejo de Ministros. 

c) Al Rey. 

d) A las Cortes Generales. 

 

49. El Gobierno dirige: 

a) La Administración civil y militar. 

b) La política interior y exterior. 

c) La defensa del Estado. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

50. El presidente del Gobierno dirige la acción de éste y coordina las funciones de los 

demás miembros del Gobierno: 

a) Sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los demás miembros del 

Gobierno en su organización. 

b) Sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los demás miembros del 

Gobierno en su gestión. 

c)  Sin perjuicio de la competencia y responsabilidad indirecta de los demás miembros del 

Gobierno en su organización. 

d) Con el perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los demás miembros del 

Gobierno en su gestión. 

 

 



 
 

Página 16 de 39 
 

51. Los miembros del Gobierno: 

a) No podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato imperativo. 

b) Podrán ejercer otras funciones representativas, tanto derivadas del mandato parlamentario 

como las que no lo sean. 

c) No podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato parlamentario.   

d) No podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato gubernativo. 

 

52. Los Miembros del Gobierno: 

a) Podrán ejercer otra función pública, pero no podrán ejercer actividad profesional o mercantil 

alguna. 

b) No podrán ejercer otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o 

mercantil alguna. 

c) Únicamente podrán ejercer actividades profesionales o mercantiles, no siendo posible ejercer 

otra función pública que no derive de su cargo. 

d)  Únicamente podrán ejercer otra función pública que no derive de su cargo, o alguna 

actividad profesional o mercantil, cuando sean autorizados por el Consejo de ministros. 

 

53. De acuerdo con el artículo 140 de la Constitución española, la Constitución garantiza 

la autonomía de los municipios, los cuales disfrutarán: 

a) De personalidad jurídica total. 

b) De personalidad jurídica propia. 

c) De derechos y obligaciones establecidos en los estatutos de autonomía. 

d) De personalidad jurídica plena. 

 

54. De acuerdo con el artículo 141 de la Constitución española, cualquier alteración de los 

límites provinciales habrá de ser aprobada: 

a) Por el Congreso de los Diputados mediante un real decreto. 

b) Por las Cortes Generales por medio de una ley orgánica. 

c) Por el Consejo de Ministros mediante una ley ordinaria. 

d) Por el Parlamento mediante una ley ordinaria. 
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55. Según el artículo 143 de la Constitución española, las provincias limítrofes que tengan 

características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las 

provincias de entidad regional histórica podrán acceder: 

a) Al autogobierno y constituirse en comunidades autónomas. 

b) A la garantía estatal de manutención y preservación de sus tradiciones. 

c) A una mancomunidad provincial. 

d) A un fondo de compensación interterritorial. 

 

56. De acuerdo con el artículo 146 de la Constitución española, el proyecto de Estatuto de 

Autonomía será elaborado por una asamblea compuesta: 

a) Por los miembros de la Diputación o el órgano interinsular de las provincias afectadas. 

b) Por los diputados y senadores que hayan sido elegidos. 

c) Por las Cortes Generales. 

d) Las respuestas a) y b) son correctas. 

 

57. De acuerdo con el artículo 254 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la 

duración del mandato del presidente del Tribunal General del Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea es: 

a) De tres años, no renovable. 

b) De tres años, renovable. 

c) De dos años, renovable. 

d) De dos años, no renovable. 

 

58. Según el artículo 4 del Tratado de la Unión Europea, toda competencia no atribuida a 

la Unión en los Tratados corresponde: 

a) A los Estados miembros que la soliciten. 

b) No las gestiona ningún Estado miembro. 

c) Las reparte el Parlamento Europeo en función de la representatividad. 

d) A los Estados miembros. 

 

 

 



 
 

Página 18 de 39 
 

59. ¿A qué institución corresponde promover el interés general de la Unión Europea según 

el artículo 17.1 del Tratado de la Unión Europea? 

a) Al Consejo de la Unión Europea. 

b) Al Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

c) A la Comisión Europea. 

d) Al Consejo Europeo. 

 

60. El voto de aprobación del Parlamento Europeo al presidente, el alto representante y 

los demás miembros de la Comisión exige: 

a) Mayoría absoluta del Parlamento. 

b) La mayoría de los votos emitidos. 

c) El voto unánime de los diputados. 

d) Mayoría de dos tercios de los diputados. 

 

61. Según el artículo 75 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears,  ¿cuál es la entidad 

local básica de la organización territorial de las Illes Balears? 

a) La isla. 

b) El municipio. 

c) La provincia. 

d) La comunidad autónoma. 

 

62. Según el artículo 76 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, el Consejo 

Consultivo de las Illes Balears: 

a) Es una entidad pública independiente. 

b) Es el órgano colegiado de participación, estudio, deliberación, asesoramiento y propuesta en 

materia económica y jurídica. 

c) Es el superior órgano de consulta de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 

d) Es el supremo órgano colegiado de consulta jurídica. 
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63. Según el artículo 81 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, las leyes del 

Parlamento estarán únicamente sujetas al control jurisdiccional siguiente: 

a) Control jurisdiccional del Tribunal Supremo. 

b) Control de constitucionalidad del Tribunal Constitucional. 

c) Control de régimen competencial del Tribunal Superior de Justicia. 

d) Control jurisdiccional de la Audiencia Provincial. 

 

64. Según el artículo 95 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, el presidente del 

Tribunal Superior de Justicia es nombrado por el rey a propuesta del: 

a) Del Consejo General del Poder Judicial. 

b) Del Tribunal Supremo. 

c) De la Audiencia Provincial. 

d) De magistrados del Tribunal Superior de Justicia. 

 

65. La rectificación de errores materiales, aritméticos o de hecho en los actos dictados por 

órganos de las entidades locales corresponde: 

a) Al pleno de la corporación. 

b) A la junta de gobierno de la corporación. 

c) Al presidente de la corporación. 

d) Al mismo órgano de la corporación que haya dictado el acto. 

 

66. De acuerdo con el artículo 112 de la Ley reguladora de las bases de régimen local, la 

estructura de los presupuestos de las entidades locales se tiene que determinar: 

a) Por el presidente de la misma entidad local. 

b) Por la junta de gobierno de la misma entidad local. 

c) Por la Administración del Estado. 

d) Por la Administración de la respectiva comunidad autónoma. 
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67. De acuerdo con el apartado 1 del artículo 121 de la Ley reguladora de las bases de 

régimen local, se consideran en todo caso municipios de gran población a efectos de 

aplicar la normativa que contiene el título X de la Ley: 

a) Los municipios con población superior a 200.000 habitantes. 

b) Los municipios con población superior a 200.000 habitantes, siempre que, además, sean 

capital de provincia. 

c) Los municipios con población superior a 250.000 habitantes y, además, los municipios que 

sean capital de provincia con población superior a 200.000 habitantes. 

d) Los municipios con población superior a 250.000 habitantes y, además, los municipios que 

sean capital de provincia con población superior a 175.000 habitantes. 

 

68. Contra los actos dictados por las entidades locales en materia tributaria: 

a) Sólo se puede interponer el recurso de reposición que regula el artículo 14.2 del Texto 

refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales. 

b) Se puede interponer el recurso de reposición que regula el artículo 14.2 del Texto refundido 

de la Ley reguladora de las haciendas locales y también, con carácter preceptivo, la reclamación 

económico administrativa. 

c) Se puede interponer el recurso de reposición que regula el artículo 14.2 del Texto refundido 

de la Ley reguladora de las haciendas locales y también, en caso de municipios de gran 

población, con carácter preceptivo, la reclamación económico administrativa. 

d) Se puede interponer el recurso potestativo de reposición o el recurso de alzada, según el acto 

impugnado agote o no la vía administrativa, que regula la Ley de procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas. 

 

69. ¿Cuál de estos criterios no procede para el nombramiento de los titulares de los 

órganos directivos de los consejos insulares? 

a) Por la formación. 

b) Por la experiencia. 

c) Por la competencia profesional. 

d) Por un procedimiento de comisión de servicios. 
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70. El Consejo Ejecutivo de los consejos insulares está integrado por: 

a) Vicepresidente o vicepresidentes. 

b) Los consejeros ejecutivos jefes de los departamentos. 

c) El presidente. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 

 

71. Una vez producida la vacante del presidente del Consell Insular, ¿en qué plazo el 

presidente interino debe convocar al Pleno para elegir a un nuevo presidente? 

a) En el plazo de 10 días. 

b) En el plazo de 4 días. 

c) En el plazo de un mes. 

d) En el plazo de 5 días. 

 

72. ¿Cuáles de estas atribuciones, el presidente del Consell Insular, no puede delegar en el 

vicepresidente? 

a) Ordenar la ejecución directa de obras, la prestación de servicios o la realización de 

suministros en caso de catástrofes, de infortunios públicos o supuestos de grave riesgo, dando 

cuenta al Pleno en la primera sesión que tenga. 

b) Plantear ante el Pleno la cuestión de confianza. 

c) Ordenar la publicación de las disposiciones generales en el Boletín Oficial de las Islas 

Baleares. 

d) Solicitar el dictamen del Consejo Consultivo de las Islas Baleares. 

 

73. El Reglamento de Bienes de las Entidades Locales fue aprobado por el  

a) Real Decreto Legislativo 1372/1986 de 13 de junio 

b) Real Decreto 1372/1986 de 3 de junio 

c) Real Decreto 1372/1986 de 13 de junio 

d) Real Decreto Legislativo 1372/1986 de 3 de junio 
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74. Conforme el artículo 79 de la Ley 7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de 

Régimen Local, el patrimonio de las entidades locales está constituido  

a) Por todos los bienes materiales e inmateriales de que sean titulares 

b) Por el conjunto de bienes, derechos y acciones que les pertenezcan 

c) Por el conjunto de bienes, derechos y acciones que posean 

d) Por el conjunto de bienes inmuebles y derechos materiales que les pertenezcan 

 

75. Los bienes de las entidades locales se clasifican en: 

a) Bienes demaniales, comunales y privados 

b) Bienes de dominio público, bienes de dominio privado y bienes comunales 

c) Bienes de uso público y bienes de uso privado 

d) Bienes de dominio público y bienes patrimoniales 

 

76. Los bienes de dominio público son: 

a) Los destinados a un uso o servicio público 

b) Los utilizados por el común de los vecinos 

c) Los destinados a un servicio público 

d) Los bienes patrimoniales, los destinados a un servicio público y los bienes comunales 

 

77. En los supuestos de transferencia de facultades por parte del Estado a las comunidades 

autónomas: 

 a) Tiene que preverse en cada caso la correspondiente transferencia de medios financieros. 

 b) Tiene que preverse las formas de control del Estado. 

 c) Las respuestas a) y b) son correctas. 

 d) Todas las respuestas anteriores son incorrectas. 

 

78. Una vez aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los 

Diputados, el Senado puede interponer su veto o introducir enmiendas: 

a) En el plazo de dos meses. 

b) En el plazo de tres meses. 

c) En el plazo de un mes. 

d) En el plazo de cuatro meses. 
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79. La iniciativa legislativa, según la Constitución española, corresponde: 

a) Al Gobierno, al  Congreso y al Senado. 

b) Al Gobierno. 

c) Al Congreso y al Senado. 

d) Al Gobierno y al Congreso. 

 

80. Una vez promulgada una ley, el rey: 

a) Ordenará la publicación. 

b)  Ordenará la inmediata publicación. 

c) Ordenará la rápida publicación. 

d) Ordenará la urgente publicación. 

 

81. De acuerdo con el artículo 97 de la Constitución Española: 

a) El Gobierno ejerce la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y los estatutos de 

autonomía.  

b) El Gobierno ejerce la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución, los estatutos de 

autonomía y el resto de leyes. 

c) El Gobierno ejerce la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.  

d) El Gobierno ejerce la potestad reglamentaria con carácter exclusivo.  

 

82. A quien corresponde el ejercicio de la potestad reglamentaria de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 128 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 

administrativo común de las administraciones públicas? 

a) Al Gobierno de la nación y a los órganos de gobierno de las comunidades autónomas. 

b) Al Gobierno de la nación, a los órganos de gobierno de las comunidades autónomas y a los 

órganos de gobierno locales. 

c) Al Gobierno de la nación. 

d) Al Gobierno de la nación, a los órganos de gobierno de las comunidades autónomas, a los 

órganos de gobierno locales y a las entidades del sector público institucional. 
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83. El Estatuto de autonomía de las Illes Balears atribuye potestad reglamentaria:  

a) Al Gobierno de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con el artículo 57. 

b) A los consejeros. 

c) A los Consejos Insulares, de acuerdo con el artículo 58. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

84. En cuanto a la potestad reglamentaria de las entidades locales:  

a) La Constitución no prevé ninguna referencia a la potestad reglamentaria de la Administración 

local, a pesar de que se entiende implícita en el artículo 122, al reconocerle autonomía para la 

gestión de sus intereses. 

b) La potestad reglamentaria de los entes locales en el ámbito de la comunidad autónoma de las 

Illes Balears está recogida en el artículo 106 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y 

de régimen local de las Illes Balears. 

c) La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, atribuye a los 

municipios la potestad reglamentaria y de autoorganización.  

d) Las respuestas b) y c) son correctas. 

 

85. Si una disposición atribuye la competencia a una administración, sin especificar el 

órgano que deba ejercerla, se entiende que la facultad de instruir y resolver los 

expedientes corresponde a los siguientes órganos: 

a) A los inferiores por razón de la materia o territorio. 

b) A los superiores competentes por razón de la materia y del territorio. 

c) A los que establezca el órgano superior competente por razón de la materia y del territorio. 

d) A los inferiores competentes por razón de la materia y del territorio. 

 

86. De acuerdo con el artículo 55.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico 

del sector público, la Administración General del Estado comprende: 

a) La organización central, compuesta por los ministerios y servicios independientes. 

b) La organización central que integra los ministerios y servicios comunes, la organización 

territorial y la Administración General del Estado en el exterior. 

c) La organización territorial e insular. 

d) La Administración General del Estado en las comunidades autónomas. 

 



 
 

Página 25 de 39 
 

87. ¿Dónde se determinan los respectivos órganos directivos de los organismos públicos? 

a) En los estatutos de autonomía. 

b) En la respectiva orden de creación. 

c) En los estatutos de los organismos. 

d) En los reglamentos de desarrollo. 

 

88. Como norma general, ¿dónde tienen su sede las delegaciones de Gobierno? 

a) Donde especifiquen los estatutos de autonomía de cada comunidad autónoma. 

b) Donde decida el Consejo de Ministros. 

c) En la localidad donde radique la asamblea legislativa de la comunidad autónoma. 

d) En la localidad donde radique el Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma. 

 

89. Las administraciones públicas que establezcan medidas que limiten el ejercicio de 

derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo 

de una actividad, deben aplicar el principio: 

a) De proporcionalidad y elegir la medida menos restrictiva. 

b) De reciprocidad y elegir la medida menos limitativa. 

c) De racionalidad y elegir la medida que asegure su cumplimiento. 

d) De la medida proporcionada, racional y menos restrictiva. 

 

90. Según el art. 41.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, si el interesado rechaza la notificación de una 

actuación administrativa: 

a) Se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó 

la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres 

días siguientes. 

b) La notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el Boletín Oficial del Estado. 

c) Se hará constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de 

notificación y el medio, dando por efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento. 

d) Las respuestas a) y b) son correctas. 
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91. Según el art. 41.6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, si la Administración incumple la obligación de 

enviar un aviso al interesado informándole de la puesta a disposición de una notificación 

en la sede electrónica de la Administración: 

a) La notificación será considerada plenamente válida. 

b) La notificación incurrirá en un vicio de nulidad de pleno derecho. 

c) La notificación incurrirá en un vicio de anulabilidad. 

d) La notificación deberá repetirse.  

            

92. De acuerdo con el art. 41.7 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 

administrativo común de las administraciones públicas, si el interesado ha sido notificado 

por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación: 

a) La que resulte más favorable para el interesado. 

b) La que se haya producido en último lugar. 

c) La que determine el interesado. 

d) La que se haya producido en primer lugar. 

        

93. Según el art. 42.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, cuando una notificación se practique en papel: 

 a) No deberá ser puesta a disposición del interesado en la sede electrónica de la 

Administración. 

b) Deberá ser puesta a disposición del interesado en la sede electrónica de la Administración 

para que pueda acceder al contenido de la misma de forma voluntaria. 

c) El interesado deberá acceder a su contenido a través de la sede electrónica de la 

Administración. 

d) Deberá publicarse en la sede electrónica de la Administración para que el interesado pueda 

consultar su contenido. 
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94. Según el art. 42.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, relativo a la práctica de notificaciones en papel: 

a) Cuando el interesado accediera al contenido de la notificación en sede electrónica, el resto de 

notificaciones se practicarán través de medios electrónicos. 

b) Las notificaciones que se practiquen en papel podrán ser puestas a disposición del interesado 

en la sede electrónica. 

c) Cuando el interesado accediera al contenido de la notificación en sede electrónica, se le 

ofrecerá la posibilidad de que el resto de notificaciones se puedan realizar a través de medios 

electrónicos. 

d) Las notificaciones que se practiquen en papel no serán puestas a disposición del interesado en 

la sede electrónica. 

            

95. Según el art. 80.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, ¿en qué plazo serán emitidos los informes? 

a) En el plazo de diez días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos 

del procedimiento permita o exija otro plazo mayor o menor. 

b) En un plazo no inferior a diez días ni superior a quince. 

c) En el plazo de quince días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los 

plazos del procedimiento permita o exija otro plazo mayor o menor. 

 d) En un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez. 

 

96. Según el art. 80.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, de no emitirse el informe en el plazo señalado: 

a) Se podrán proseguir las actuaciones salvo cuando se trate de un informe preceptivo, en cuyo 

caso se deberá suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver. 

b) Se podrán proseguir las actuaciones salvo cuando se trate de un informe preceptivo, en cuyo 

caso se podrá suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver. 

c) Se podrán proseguir las actuaciones cuando se trate de un informe preceptivo, en cuyo caso 

se deberá suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver. 

d) No se podrán proseguir las actuaciones salvo cuando se trate de un informe preceptivo, en 

cuyo caso se deberá suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver. 
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97. Según el art. 80.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, el informe emitido fuera de plazo por una 

administración pública distinta de la que tramita el procedimiento: 

a) Podrá no ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución. 

b) No podrá ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución. 

c) Deberá ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución. 

d) No podrá ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución, salvo lo dispuesto en 

la normativa sectorial específica. 

 

98. Según el art. 81.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, relativo a los procedimientos de responsabilidad 

patrimonial, ¿qué carácter tiene el informe del servicio cuyo funcionamiento haya 

ocasionado la presunta lesión indemnizable? 

a) Preceptivo. 

b) Preceptivo y vinculante. 

c) Facultativo 

d) Facultativo y no vinculante. 

            

99. Según el art. 81.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, en el caso de reclamaciones en materia de 

responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento anormal de la 

Administración de Justicia, el plazo para dictar resolución: 

a) Podrá quedar suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo 

General del Poder Judicial y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de dos meses. 

b) Quedará suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo 

General del Poder Judicial y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de dos meses. 

c) Podrá quedar suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo 

General del Poder Judicial y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de un mes. 

d) Quedará suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo 

General del Poder Judicial y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de un mes. 
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100. El art. 29.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público, 

dispone que: 

a) El establecimiento de sanciones pecuniarias podrá prever que la comisión de las infracciones 

tipificadas no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de las normas 

infringidas. 

b) El establecimiento de sanciones pecuniarias deberá prever que la comisión de las infracciones 

tipificadas no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de las normas 

infringidas. 

 c) El establecimiento de sanciones deberá prever que la comisión de las infracciones tipificadas 

no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas. 

 d) El establecimiento de sanciones podrá prever que la comisión de las infracciones tipificadas 

no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas. 

            

101. Según el art. 29.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, se puede apreciar reincidencia: 

a) Por comisión en el término de un año de más de una infracción cuando así haya sido 

declarado por resolución definitiva en vía administrativa. 

b) Por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza 

cuando así haya sido declarado por resolución definitiva en vía administrativa. 

c) Por comisión en el término de un año de más de una infracción cuando así haya sido 

declarado por resolución firme en vía administrativa. 

d) Por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza 

cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa. 

           

102. Según el art. 29.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que deba aplicarse con 

la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las circunstancias concurrentes, el 

órgano competente para resolver: 

a) Podrá calificar la infracción en el grado inferior. 

b) Deberá imponer la sanción en el grado inferior. 

c) Podrá imponer la sanción en el grado inferior. 

d) Deberá calificar la infracción en el grado inferior. 

 



 
 

Página 30 de 39 
 

103. Según el art. 29.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, constituye una infracción continuada: 

 a) La realización de una pluralidad de acciones u omisiones en ejecución de un plan 

preconcebido o aprovechando idéntica ocasión.  

b) La realización de una pluralidad de acciones u omisiones que infrinjan el mismo o semejantes 

preceptos administrativos. 

c) La realización de una pluralidad de acciones u omisiones que infrinjan el mismo o semejantes 

preceptos administrativos, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica 

ocasión. 

 d) Todas las respuestas son incorrectas. 

 

104. Según el art. 30.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, en defecto de una ley específica las infracciones leves prescriben:  

a) Al año. 

b) A los seis meses. 

c) A los tres meses. 

d) Al mes. 

 

105. El plazo para la interposición del recurso de reposición, si el acto no es expreso, es: 

a) De veinte días. 

b) De diez días. 

c) De tres meses. 

d) La Ley 39/2015, de 1 de octubre, no establece ningún plazo. 

 

106. Transcurrido el plazo para la interposición del recurso de reposición, si el acto es 

expreso:  

a) Únicamente puede interponerse un recurso contencioso administrativo. 

b) No hay que interponer ningún recurso. 

c) Únicamente puede interponerse recurso contencioso administrativo, sin perjuicio, si procede, 

de la procedencia del recurso extraordinario de revisión. 

 d) Puede interponerse, con carácter potestativo, un recurso de súplica y, directamente, un 

recurso contencioso administrativo. 
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107. Interpuesto un recurso de reposición, el plazo máximo para dictar y notificar la 

resolución es: 

a) De un mes. 

b) De dos meses. 

c) De veinte días. 

d) De cuatro meses. 

 

108. Contra la resolución de un recurso de reposición, según lo que dispone la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común: 

a) No se puede interponer nuevamente este recurso. 

b) No se puede interponer ningún otro recurso administrativo. 

c) Se puede interponer, si procede, el recurso de alzada.  

d) Sólo se puede interponer el recurso de queja. 

 

109. De acuerdo con el artículo 37.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 

del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 

2014, las entidades del sector público no podrán contratar verbalmente: 

a) Nunca. 

b) Salvo que el contrato tenga, conforme a lo señalado en el artículo 120.1, carácter de 

emergencia. 

c) Salvo que el contrato se tramite de forma urgente. 

d) Salvo que el contrato tenga consecuencias económicas. 
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110. El plazo para la presentación de las proposiciones en el procedimiento abierto 

simplificado abreviado previsto en el artículo 159.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 

de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 

español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014: 

a) No podrá ser inferior a diez días hábiles, a contar desde el siguiente a la publicación del 

anuncio de licitación en el perfil de contratante. No obstante, cuando se trate de compras 

corrientes de bienes disponibles en el mercado el plazo será de 5 días hábiles. 

b) No podrá ser inferior a diez días naturales, a contar desde el siguiente a la publicación del 

anuncio de licitación en el perfil de contratante. No obstante, cuando se trate de compras 

corrientes de bienes disponibles en el mercado el plazo será de 5 días naturales. 

c) No podrá ser inferior a diez días naturales, a contar desde el siguiente a la publicación del 

anuncio de licitación en el perfil de contratante. No obstante, cuando se trate de compras 

corrientes de bienes disponibles en el mercado el plazo será de 5 días hábiles. 

d) No podrá ser inferior a quince días naturales, a contar desde el siguiente a la publicación del 

anuncio de licitación en el perfil de contratante. No obstante, cuando se trate de compras 

corrientes de bienes disponibles en el mercado el plazo será de 5 días hábiles. 

 

111. De acuerdo con el artículo 36.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 

del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 

2014, los contratos que celebren los poderes adjudicadores, a excepción de los contratos 

menores y de los contratos basados en un acuerdo marco y los contratos específicos en el 

marco de un sistema dinámico de adquisición a los que se refiere el apartado 3 de este 

artículo, se perfeccionan: 

a) Con su adjudicación. 

b) Con su aprobación. 

c) Con su formalización. 

 d) Con su publicación. 
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112. Señale la respuesta correcta. Cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera 

formalizado el nuevo contrato que garantice la continuidad de la prestación a realizar por 

el contratista como consecuencia de incidencias resultantes de acontecimientos 

imprevisibles para el órgano de contratación producidas en el procedimiento de 

adjudicación y existan razones de interés público para no interrumpir la prestación: 

a) Se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato 

y en todo caso por un periodo máximo de doce meses, sin modificar las restantes condiciones 

del contrato, siempre que el anuncio de licitación del nuevo contrato se haya publicado con una 

antelación mínima de tres meses respecto de la fecha de finalización del contrato originario. 

b) Se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato 

y en todo caso por un periodo máximo de doce meses, sin modificar las restantes condiciones 

del contrato, aunque el anuncio de licitación del nuevo contrato no se haya publicado. 

c) Se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato 

y en todo caso por un periodo máximo de nueve meses, sin modificar las restantes condiciones 

del contrato, siempre que el anuncio de licitación del nuevo contrato se haya publicado con una 

antelación mínima de tres meses respecto de la fecha de finalización del contrato originario. 

d) Se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato 

y en todo caso por un periodo máximo de nueve meses, sin modificar las restantes condiciones 

del contrato, siempre que el anuncio de licitación del nuevo contrato se haya publicado con una 

antelación mínima de seis meses respecto de la fecha de finalización del contrato originario. 

 

113. Señala cual de las siguientes respuestas no es una obligación a concretar en los planes 

estratégicos de subvenciones, de acuerdo con el Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de 

diciembre: 

 a) El alcance temporal. 

 b) Los objetivos y los efectos que se pretenden 

 c) Su plazo de consecución. 

 d) Su coste exacto de aprobación y sus fuentes de financiación. 
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114. De acuerdo con el Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de subvenciones, cuál de las siguientes casos supone 

una excepción a los principios de publicidad y concurrencia: 

a) Cuando por las características especiales del beneficiario o de la actividad subvencionada, no 

sea posible, objetivamente, promover su concurrencia pública. 

b) Cuando las subvenciones tengan asignación no nominativa en los presupuestos del ente 

público concedente. 

c) Cuando la concesión o la cuantía de las subvenciones venga impuesta por un reglamento. 

d) Cuando así lo considere el órgano concedente a pesar de que sea posible promover su 

concurrencia pública. 

 

115. De acuerdo con el Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de subvenciones, ¿cuáles son órganos competentes 

para la concesión de subvenciones? 

a) En las consejerías y en sus entidades de derecho público dependientes, el titular de la 

consejería correspondiente o el órgano que determinen las bases reguladoras 

b) En las consejerías, el órgano directivo competente. 

c) El Consejo de Gobierno en las consejerías y el consejero competente en las entidades de 

derecho público dependientes. 

d) En las entidades de derecho público dependientes, los órganos de dirección de estas 

entidades. 

 

116. De acuerdo con el Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de subvenciones, el acto de concesión: 

a) Lleva implícita la aprobación del gasto correspondiente.  

b) Lleva implícita la aprobación y disposición del gasto correspondiente. 

c) Lleva implícita la disposición pero no la aprobación del gasto correspondiente. 

d) No lleva implícita ninguna fase del procedimiento de gestión de gasto del presupuesto. 
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117. De acuerdo con el Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de subvenciones, ¿cuál de las siguientes 

circunstancias supone una prohibición para ser beneficiario? 

a) Haber sido condenadas mediante sentencia, sea firme o no, a la pena de pérdida de la 

posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas. 

b) Haber sido inhabilitados de acuerdo con la Ley concursal y que haya concluido el periodo de 

inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso. 

c) No estar al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones en los términos 

que se determinen por reglamento. 

d) Haber dado lugar, por una causa de la que hayan sido declaradas culpables, a la resolución 

provisional de cualquier contrato subscrito con la administración. 

 

118. La limpieza viaria y el alcantarillado son servicios públicos: 

a) Competencia de los ayuntamientos, que han de prestarse mediante gestión directa. 

b) Que los ayuntamientos pueden prestar mediante un contrato de concesión de servicios. 

c) Que han de prestarse en régimen de monopolio. 

d) Que los ayuntamientos pueden gestionar de forma directa o de forma indirecta. 

 

119. De acuerdo con la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, 

señala cuál de los siguientes son servicios públicos que deben prestar los municipios con 

población superior a 5.000 habitantes: 

a) Cementerio, protección civil y extinción de incendios. 

b) Cementerio y transporte colectivo urbano de viajeros. 

c) Cementerio y atención a personas en situación o riesgo de exclusión social. 

d) Cementerio, abastecimiento domiciliario de agua potable, pavimentación de las vías públicas. 
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120. ¿Cuál de éstos no es un derecho individual de los empleados públicos? 

a) El desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de 

acuerdo con la progresión alcanzada en su carrera profesional. 

b)  El ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la 

comunidad. 

c) La defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se 

sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus 

funciones o cargos públicos. 

d) La adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y 

laboral. 

            

 

 

PREGUNTAS DE RESERVA: 

1. Indica cuál de las siguientes respuestas no está incluida entre las exigencias establecidas 

por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y 

garantía de los derechos digitales para garantizar el Derecho de acceso universal a 

Internet: 

a) Se garantizará un acceso universal, asequible, de calidad y no discriminatorio para toda la 

población. 

b) Los usuarios tienen derecho a la seguridad de las comunicaciones que transmitan y reciban a 

través de Internet. 

c) La garantía efectiva del derecho de acceso a Internet atenderá la realidad específica de los 

entornos rurales. 

d) El acceso a Internet deberá garantizar condiciones de igualdad para las personas que cuenten 

con necesidades especiales. 

 

2. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, señala la respuesta correcta en relación al 

bloqueo de datos: 

a) El encargado del tratamiento podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en tanto 

pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el responsable del tratamiento. 
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b) El responsable del tratamiento podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en tanto 

pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el encargado del tratamiento. 

c) El encargado del tratamiento podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en tanto 

pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el delegado de protección de datos. 

d) El responsable del tratamiento podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en tanto 

pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el delegado de protección de datos. 

 

3. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, la Agencia Española de Protección de 

Datos es una autoridad administrativa independiente de ámbito estatal: 

a) De las previstas en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, con personalidad jurídica y plena capacidad pública y 

privada, que actúa bajo las órdenes de los poderes públicos en el ejercicio de sus funciones. 

b) De las previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 

con personalidad jurídica y plena capacidad pública y privada, que actúa bajo las órdenes de los 

poderes públicos en el ejercicio de sus funciones. 

c) De las previstas en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, con personalidad jurídica y plena capacidad pública y 

privada, que actúa con plena independencia de los poderes públicos en el ejercicio de sus 

funciones. 

d) De las previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 

con personalidad jurídica y plena capacidad pública y privada, que actúa con plena 

independencia de los poderes públicos en el ejercicio de sus funciones. 

 

4. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, la Agencia Española de Protección de 

Datos: 

a) Elaborará su presupuesto y lo remitirá al Gobierno para su aprobación e integración en los 

Presupuestos Generales del Estado. 

b) Propondrá su presupuesto al Gobierno para que sea elaborado, aprobado e integrado en los 

Presupuestos Generales del Estado. 

c) Propondrá su presupuesto al Ministerio de Justicia para que sea elaborado, aprobado e 

integrado en los Presupuestos Generales del Estado. 
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d) Elaborará y aprobará su presupuesto y lo remitirá al Gobierno para que sea integrado, con 

independencia, en los Presupuestos Generales del Estado. 

 

5. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, ¿Que implica el Derecho a la intimidad y 

uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral? 

a) Que los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la desconexión digital a fin 

de garantizar, fuera del tiempo de trabajo legal o convencionalmente establecido, el respeto de 

su tiempo de descanso, permisos y vacaciones, así como de su intimidad personal y familiar. 

b) Que los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras o 

videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los empleados 

públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los Trabajadores y en la 

legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan dentro de su marco legal 

y con los límites inherentes al mismo. 

c) Que se preservará el derecho a la desconexión digital en los supuestos de realización total o 

parcial del trabajo a distancia así como en el domicilio del empleado vinculado al uso con fines 

laborales de herramientas tecnológicas. 

d) Que los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la protección de su 

intimidad en el uso de los dispositivos digitales puestos a su disposición por su empleador. 

 

6. ¿Es posible que una Comunidad Autónoma delegue en un municipio servicios públicos 

de su competencia? 

a) No, la competencia en cuanto a los servicios públicos es indelegable. 

b) Sólo se pueden delegar servicios públicos en casos de urgente necesidad y para evitar 

duplicidades administrativas. 

c) Sí, al objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios 

públicos y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización 

administrativa, generando un ahorro limpio de recursos. 

d) Sí, al objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios 

públicos y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización 

administrativa a pesar de que no genere un ahorro limpio de recursos. 
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7. Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de 

forma colectiva, indica cuál de ellos no lo es: 

a) A la libertad sindical. 

b) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto. 

c)  A la libre asociación profesional. 

d) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la 

comunidad. 

                       

8. Las leyes de función pública podrán regular la carrera horizontal de los funcionarios de 

carrera, pudiendo aplicar, entre otras, se deberán valorar: 

a)  La trayectoria y actuación profesional. 

b) La cantidad de trabajos realizados. 

c) Los conocimientos individuales del empleado público. 

d) El resultado del examen del desempeño. 

 

9. Los contratos administrativos se califican: 

a) En contratos de obras, de servicios y de suministros. 

b) En contratos de obras, de servicios, de suministros y de concesión de obras. 

c) En contratos de obras, de servicios, de concesión de obras y de concesión de servicios. 

d) En contratos de obras, de servicios, de suministros, de concesión de obras y de concesión de 

servicios. 

 

10. El contrato de mantenimiento de un centro público educativo es un contrato: 

a) De obras. 

b) De servicios. 

c) De suministros. 

d) De gestión de servicios públicos. 

 


